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1.- SENTENCIA 150/2021, DE 16 DE MARZO. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCIÓN PROCESAL Y DE CASACIÓN.  NUM.: 2235/2018 
Ponente Excmo. Sr. D. Pedro José Vela Torres 

Votación y fallo: 10/03/2021 
 
Materia: Efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada. Concurrencia y 
consecuencias. 

«Esta sala, en la sentencia 117/2015, de 5 de marzo, con cita de la 
sentencia 383/2014, de 7 de julio, tiene declarado que: 

«la función positiva de la cosa juzgada consiste en que el tribunal que 
deba pronunciarse sobre una determinada relación jurídica que es dependiente 
de otra ya resuelta ha de atenerse al contenido de la sentencia allí pronunciada; 
o lo que es lo mismo, queda vinculado por aquel juicio anterior sin poder 

contradecir lo ya decidido. Es el efecto al que se refiere el artículo 222.4 LEC 
para el que no se exige que concurran las tres identidades que integran el efecto 
negativo o preclusivo de la cosa juzgada, pues basta con la identidad subjetiva 
en ambos procesos, cualquiera que sean las posiciones que se ocupen en cada 

uno de ellos, y con que lo que se haya decidido en el primero constituya un 
antecedente lógico de lo que sea objeto del posterior (STS de 17 de junio de 
2011, recurso nº 1515/2007). La finalidad perseguida es evitar pronunciamientos 
contradictorios incompatibles con el principio de seguridad jurídica y, en 

consecuencia, con el derecho a la tutela efectiva cuando se está ante una 
sentencia firme que afecte a materias indisolublemente conexas con las que son 
objeto de un pleito posterior». 

3.- El efecto positivo de la cosa juzgada no impide la existencia de un 

proceso posterior, pero lo condiciona, en el sentido de que el tribunal del proceso 
ulterior queda vinculado por el pronunciamiento de la sentencia anterior. 

4.- En consecuencia, dada la identidad de objeto entre este procedimiento 
y el que concluyó con la sentencia 581/2018, de 17 de octubre, al ser firme el 

pronunciamiento relativo a la extinción de la obligación de pago de las rentas que 
era objeto de la demanda, debe darse lugar a los recursos extraordinario por 
infracción procesal y de casación. Y como consecuencia de ello, debe estimarse 
el recurso de apelación de las demandadas, desestimarse el de la demandante, 

y desestimarse la demanda». Se estima el recurso extraordinario por infracción 
procesal y el recurso de casación. 

 
2.- SENTENCIA 181/2021, DE 30 DE MARZO. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCIÓN PROCESAL Y DE CASACIÓN.  NUM.: 4300/2018 
Ponente Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo 
Votación y fallo: 18/03/2021 
 

Materia: Derecho concursal. La entidad que interpuso una demanda antes de 
ser declarada en concurso de acreedores con el efecto de suspensión en el 
ejercicio de sus facultades patrimoniales, mantiene la representación en ese 
pleito de la masa mientras no sea sustituida por la administración concursal. Y 
después de dictarse sentencia, mientras no se haya producido la sustitución, 

estará legitimada para interponer recursos si la administración concursal presta 
su conformidad. 
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«En el presente caso, cuando Inversiones Mebru S.A. interpuso la 
demanda no estaba en concurso de acreedores, por lo que no se veía afectada 
por ninguna restricción de facultades patrimoniales. Su concurso fue declarado 
durante la pendencia del procedimiento en primera instancia. De tal forma que 

cuando fue dictada la sentencia e interpuso a continuación el recurso de 
apelación, el auto de concurso había acordado la suspensión en el ejercicio de 
las facultades de administración y disposición, y la consiguiente atribución de 
estas facultades a la administración concursal […] 

En este caso, como al tiempo de interponerse el recurso de apelación la 
administración concursal no se había personado y sustituido procesalmente a la 
concursada, esta seguía legitimada para actuar en el proceso sin perjuicio de la 
necesidad de recabar la conformidad de la administración concursal para recurrir 

en apelación.  
El recurso fue interpuesto por la concursada con la conformidad de la 

administración concursal, quien pudiendo no hizo valer la sustitución procesal, 
razón por la cual hay que considerar que estuvo correctamente interpuesto. La 

concursada estaba legitimada para sostener el recurso, con la conformidad de la 
administración concursal, mientras esta no le sustituyera procesalmente.  

En consecuencia, debemos casar la sentencia de apelación que 
desestimó el recurso al negar legitimación procesal a la concursada para 

interponer el recurso, sin que sea necesario entrar a resolver el recurso 
extraordinario por infracción procesal». Se estima el recurso de casación. 

 
3.- SENTENCIA 190/2021, DE 31 DE MARZO. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 

6650/2019 
Ponente Excmo. Sr. D. Juan María Díaz Fraile 
Votación y fallo: 25/03/2021 
 

Materia: Arrendamientos urbanos. La duración como elemento esencial de los 
contratos de arrendamiento. El régimen de prórroga forzosa de los 
arrendamientos en la LAU de 1964 y su supresión por el Real Decreto-ley 
2/1985, de 30 de abril. Doctrina jurisprudencial sobre la interpretación de los 

contratos, la función de la instancia y los límites de su revisión casacional. Su 
aplicación a la novación contractual. Doctrina jurisprudencial sobre la novación 
contractual. Distinción entre la novación propia o extintiva e impropia o 
modificativa. Su aplicación al caso. 

«El resultado de todo lo anterior, es que la calificación jurídica más 
ajustada a la naturaleza de lo pactado en el documento de 8 de noviembre de 

2011, con arreglo a su interpretación literal, ajustada a la verdadera voluntad de 
las partes según resulta de las reglas hermenéuticas legales y jurisprudenciales 
reseñadas, es la propia de una novación meramente modificativa del contrato de 
arrendamiento suscrito el 2 de junio de 1975.  

En consecuencia, la relación arrendaticia entre las partes sigue sujeta al 
régimen de la LAU 1964 y, por tanto, al sistema de prórroga forzosa de su art. 
57, sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones transitorias de la vigente LAU 
1994 (vid. disposición transitoria segunda). Por tanto, al no resultar de aplicación 
el régimen de duración de los contratos de arrendamientos de los arts. 9 y 10 

LAU 1994, el contrato de arrendamiento litigioso de 1975, en los términos 
resultantes de la modificación acordada en 2001, sigue vigente. Al no declararlo 
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así, la Audiencia ha incurrido en las infracciones denunciadas en el recurso». Se 
estima el recurso de casación. 

 
4.- SENTENCIA 184/2021, DE 31 DE MARZO. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 

1253/2020 
Ponente Excmo. Sr. D. Juan María Díaz Fraile 
Votación y fallo: 24/03/2021 
 

Materia: Arrendamientos urbanos. La duración temporal esencialmente limitada 
del arrendamiento. La tácita reconducción del art. 1566 CC: su naturaleza 
jurídica y efectos. Doctrina jurisprudencial. La tácita reconducción da lugar a un 
nuevo contrato de arrendamiento que requiere el consentimiento presunto de 

todas las partes. 

«En el caso de la litis, la sentencia de primera instancia ha entendido que 

el plazo de duración del contrato expiró y los nuevos propietarios, que se 
subrogaron en la posición del arrendador inicial, manifestaron su voluntad de 
poner término a la relación arrendaticia por medio del requerimiento previsto en 
el art. 1566 CC. Sobre esa base, razona que al desvincularse la propiedad de la 

vivienda y de los garajes arrendados como consecuencia de la enajenación de 
la primera surgió una comunidad en la posición jurídica de la arrendadora, que, 
en aplicación de las reglas generales de la comunidad de bienes y derechos y 
de las reglas sobre las obligaciones indivisibles (art. 1139 CC), supone que los 

demandantes estaban legitimados para pedir la resolución total del contrato, sin 
perjuicio de limitar la solicitud del desalojo a la vivienda. La Audiencia, por su 
parte, consideró que lo solicitado en la demanda fue la resolución parcial del 
contrato, al carecer los demandantes de título para pedir la resolución del 

contrato también respecto de las plazas de garaje, de las que aquellos no son 
dueños. Y al apreciar que no es admisible la resolución parcial de un contrato de 
arrendamiento que recae sobre varios bienes pero que tiene carácter unitario (es 
un solo contrato), aplica el criterio de la sentencia de esta sala 687/2014, de 26 

de noviembre. 
10.- Al resolver de esta forma, la Audiencia ha errado en la calificación 

jurídica del supuesto de hecho, al estimar que nos encontramos ante un 
supuesto de resolución del contrato, y no de extinción de la relación arrendaticia 

por expiración del término de su duración y de una eventual tácita reconducción. 
En consecuencia, ha infringido por inaplicación la jurisprudencia de esta sala que 
se denuncia en el recurso. En el presente caso no estamos ante la hipótesis de 
un incumplimiento por el arrendatario de las obligaciones resultantes del 

contrato, que faculte al arrendador que cumple la suyas a exigir el cumplimiento 
o a promover la resolución del contrato, de acuerdo con los dispuesto en los arts. 
27 LAU y 1.124 CC, sino ante la concurrencia de una causa de extinción del 
contrato por expiración del plazo de su vigencia (arts. 9, 10 y 28 LAU). 

La diferencia entre uno y otro supuesto en este caso es esencial pues 
cambia el marco de la discusión. No se trata de dilucidar si cabe o no una 
resolución parcial de un contrato de arrendamiento único con varios objetos (que 
es lo que negó la sentencia 687/2014, de 26 de noviembre, y que aquí es 
inaplicable por no encontrarnos ante un caso de resolución), de forma que para 

provocar dicho efecto resolutorio la facultad de promover la resolución deba ser 
ejercitada por los propietarios de todos los bienes arrendados, s ino de decidir si 
para que, una vez extinguido el contrato de arrendamiento inicial (ex arts. 9, 10 
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y 24 LAU y 1.581-II CC), surja un nuevo contrato en virtud de la tácita 
reconducción, la voluntad presunta favorable a la existencia de ese nuevo 
contrato debe proceder de todos los que tengan la libre disposición de las cosas 
cuyo disfrute en régimen de arrendamiento se pretenda. Formulado en otros 

términos: si para desvirtuar el consentimiento presunto a esa nueva relación 
arrendaticia, conforme al art. 1566 CC, es necesario que el requerimiento del art. 
1566 CC sea realizado por todos aquellos. La respuesta es negativa». Se estima 
el recurso de casación. 

 
5.- SENTENCIA 188/2021, DE 31 DE MARZO. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 
2953/2018 
Ponente Excmo. Sr. D. Rafael Sarazá Jimena 

Votación y fallo: 25/03/2021 
 
Materia: Contratos financieros. Préstamo hipotecario con cláusulas multidivisa o 
multimoneda. Control de transparencia. Reiteración de doctrina. 

«Los tribunales de instancia han considerado crucial que los prestatarios 
acudieran al banco acompañados de un empleado o representante de una 

entidad denominada Wide Credits. El juzgado argumentó que tal circunstancia 
supone que los clientes «conocían o debían conocer, al tiempo de la 
contratación, el potencial riesgo que entrañaba el producto». La audiencia 
argumenta que tal circunstancia atenúa las obligaciones de información del 

banco. 
2.- Como ya dijimos en la sentencia 99/2021, de 23 de febrero, el mero 

hecho de que el cliente acuda al banco llevado por un intermediario no excusa a 
la entidad bancaria de suministrar a los potenciales clientes la información sobre 

los riesgos de los productos y servicios que comercializa. La entidad bancaria no 
resulta liberada por esta circunstancia de la obligación que, como predisponente, 
tiene de facilitar la información necesaria para que el potencial cliente conozca 
adecuadamente la naturaleza y riesgos del producto que le es ofertado. 

Asimismo, hemos declarado con reiteración que el hecho de que la iniciativa de 
contratar el préstamo multidivisa o multimoneda partiera del consumidor no libera 
al predisponente de informar sobre los riesgos del producto demandado. 

3.- No puede aceptarse tampoco la afirmación de la sentencia recurrida 

en el sentido de que este tipo de préstamos hipotecarios no es un producto de 
riesgo. Como hemos recordado en sentencias anteriores, este tipo de préstamos 
hipotecarios conllevan serios riesgos para los prestatarios (recálculo de la 
equivalencia en euros del capital pendiente de amortizar, posibilidad de 

elevación de la cuota hasta niveles difíciles de afrontar por el prestatario, 
posibilidad de vencimiento anticipado del contrato si la modificación de la paridad 
de la divisa hace que la garantía hipotecaria no sea suficiente, etc.), que no 
afectan al predisponente, que además tiene en su poder suficiente información 

sobre la naturaleza y características del producto. 
4.- Tampoco basta con que un testigo, empleado del banco, afirme que 

se informó a los clientes sobre los riesgos, como afirma genéricamente la 
sentencia recurrida. Es necesaria la constatación de que se informó sobre los 
riesgos específicos de este producto, a los que se ha hecho referencia: recálculo 

de la equivalencia en euros del capital pendiente de amortizar, posibilidad de 
elevación de la cuota hasta niveles difíciles de afrontar por el prestatario, 
posibilidad de vencimiento anticipado del contrato si la modificación de la paridad 
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de la divisa hace que la garantía hipotecaria no sea suficiente, etc. Por tanto, una 
vaga y genérica alusión a haber informado de los riesgos no es suficiente para 
entender cumplida la obligación de información precontractual de la entidad 
predisponente, tanto más cuando la audiencia consideró que el préstamo 

hipotecario en cuestión no era un producto de riesgo […]  
Respecto de la necesidad de realizar un control de contenido o abusividad 

una vez constatada la falta de transparencia de las cláusulas relativas a la divisa, 
como afirmamos en las sentencias 608/2017, de 15 de noviembre, y 599/2018, 

de 31 de octubre, y 454/2020, de 23 de julio, la falta de transparencia de las 
cláusulas relativas a divisa del préstamo y la equivalencia en euros de las cuotas 
de reembolso y del capital pendiente de amortizar, no es inocua para el 
consumidor, sino que resulta abusiva, porque provoca un grave desequilibrio, en 

contra de las exigencias de la buena fe, puesto que, al ignorar los graves riesgos 
que entrañaba la contratación del préstamo, no puede comparar la oferta del 
préstamo hipotecario multidivisa con las de otros préstamos en euros en los que 
no concurren esos riesgos. Esta abusividad también agrava su situación jurídica, 

puesto que ignora el riesgo de infra-garantía para el caso de depreciación del 
euro frente a la divisa en que se denominó el préstamo». Se estima el recurso 
de casación. 

 

6.- SENTENCIA 180/2021, DE 30 DE MARZO. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCIÓN PROCESAL Y DE CASACIÓN.  NUM.: 4298/2018 
Ponente Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo 
Votación y fallo: 18/03/2021 

 
Materia: Derecho concursal. La entidad que interpuso una demanda antes de 
ser declarada en concurso de acreedores con el efecto de suspensión en el 
ejercicio de sus facultades patrimoniales, mantiene la representación en ese 

pleito de la masa mientras no sea sustituida por la administración concursal. Y 
después de dictarse sentencia, mientras no se haya producido la sustitución, 
estará legitimada para interponer recursos si la administración concursal presta 
su conformidad. 

«En el presente caso, cuando Inversiones Mebru S.A. interpuso la 
demanda, no estaba en concurso de acreedores, por lo que no se veía afectada 

por ninguna restricción de facultades patrimoniales. Su concurso fue declarado 
durante la pendencia del procedimiento en primera instancia. De tal forma que 
cuando fue dictada la sentencia e interpuso a continuación el recurso de 
apelación, el auto de concurso había acordado la suspensión en el ejercicio de 

las facultades de administración y disposición, y la consiguiente atribución de 
estas facultades a la administración concursal […] 

  En este caso, como al tiempo de interponerse el recurso de apelación la 
administración concursal no se había personado y sustituido procesalmente a la 

concursada, esta seguía legitimada para actuar en el proceso sin perjuicio de la 
necesidad de recabar la conformidad de la administración concursal para recurrir 
en apelación.  

El recurso fue interpuesto por la concursada con la conformidad de la 
administración concursal, quien pudiendo no hizo valer la sustitución procesal, 

razón por la cual hay que considerar que estuvo correctamente interpuesto. La 
concursada estaba legitimada para sostener el recurso, con la conformidad de la 
administración concursal, mientras esta no le sustituyera procesalmente.  
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En consecuencia, debemos casar la sentencia de apelación que 
desestimó el recurso al negar legitimación procesal a la concursada para 
interponer el recurso, sin que sea necesario entrar a resolver el recurso 
extraordinario por infracción procesal». Se estima el recurso de casación. 

 
7.- SENTENCIA 185/2021, DE 31 DE MARZO. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 465/2018 
Ponente Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo 
Votación y fallo: 25/03/2021 

 
Materia: Contratos financieros. Alcance de la indemnización por el perjuicio 
sufrido con la contratación de unas obligaciones de deuda subordinada. Se 
confirma la jurisprudencia según la cual como la obligación de indemnizar los 

daños y perjuicios causados «resarce económicamente el menoscabo 
patrimonial producido al perjudicado, (…) se concreta en la pérdida de la 
inversión, pero compensada con la ganancia obtenida, que tuvo la misma causa 
negocial».  

«[…] también en el presente caso podemos concluir que, como la 
obligación de indemnizar los daños y perjuicios causados «resarce 

económicamente el menoscabo patrimonial producido al perjudicado, (…) se 
concreta en la pérdida de la inversión, pero compensada con la ganancia 
obtenida, que tuvo la misma causa negocial».  

En la medida en que para el cálculo del perjuicio es necesario descontar 

los rendimientos obtenidos durante la vigencia de las obligaciones de deuda 
subordinada y la sentencia de apelación no siguió este criterio, procede casar la 
sentencia de apelación». Se estima el recurso de casación. 

 

8.- SENTENCIA 179/2021, DE 30 DE MARZO. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 
2865/2018 
Ponente Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo 
Votación y fallo: 17/03/2021 

 
Materia: Derecho concursal. Límites al contenido de un convenio concursal. El 
artículo 100 LC, que regula el contenido del convenio, debe ser integrado por el 
art. 124 LC. Este último precepto, al regular el régimen de mayorías, contiene 

una clara limitación al contenido de las proposiciones de espera. Después de 
exigir en la letra a) el 50% del pasivo ordinario cuando la propuesta contenga 
esperas de un plazo no superior a cinco años (o una proporción de voto a favor 
superior a la del voto en contra cuando se proponga el pago íntegro con una 

espera no superior a tres años); la letra b) exige el voto a favor del 65% del pasivo 
ordinario «cuando la propuesta de convenio contenga esperas con un plazo de 
más de cinco años, pero en ningún caso superior a diez». Al no establecerse 
ninguna mayoría extraordinaria para el caso en que el convenio contenga 

esperas superiores a diez años, ha de concluirse que la ley las excluye del 
contenido del convenio. De tal forma que este precepto, el art. 124.1 LC, integra 
el art. 100 LC, en el sentido de establecer un límite a las proposiciones de espera, 
que en ningún caso puede ser superior a diez años. 

«[…]  no cabe obviar que la regulación de las mayorías exigibles para la 
aceptación de las propuestas de convenio, en el art. 124 LC (en la versión 
aplicable al caso, que también proviene de las reformas operadas por el RDL 
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11/2014, de 5 de agosto, y la Ley 9/2015, de 9 de mayo), introduce en la práctica 
un límite a las proposiciones de espera. […]  

Como muy bien argumenta la sentencia recurrida, este precepto, al 
regular el régimen de mayorías, contiene una clara limitación al contenido de las 

proposiciones de espera. Después de exigir en la letra a) el 50% del pasivo 
ordinario cuando la propuesta contenga esperas de un plazo no superior a cinco 
años (o una proporción de voto a favor superior a la del voto en contra cuando 
se proponga el pago íntegro con una espera no superior a tres años); la letra b) 

exige el voto a favor del 65% del pasivo ordinario «cuando la propuesta de 
convenio contenga esperas con un plazo de más de cinco años, pero en ningún 
caso superior a diez». Al no establecerse ninguna mayoría extraordinaria para el 
caso en que el convenio contenga esperas superiores a diez años, ha de 

concluirse que la ley las excluye del contenido del convenio. De tal forma que 
este precepto, el art. 124.1 LC, integra el art. 100 LC, en el sentido de establecer 
un límite a las proposiciones de espera, que en ningún caso puede ser superior 
a diez años». Se desestima el recurso de casación. 

 
9.- SENTENCIA 186/2021, DE 31 DE MARZO. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 
1843/2018 
Ponente Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo 

Votación y fallo: 25/03/2021 
 
Materia: Contratos financieros. Alcance de la indemnización por el perjuicio 
sufrido con la contratación de unas obligaciones de deuda subordinada. Se 

confirma la jurisprudencia según la cual como la obligación de indemnizar los 
daños y perjuicios causados «resarce económicamente el menoscabo 
patrimonial producido al perjudicado, (…) se concreta en la pérdida de la 
inversión, pero compensada con la ganancia obtenida, que tuvo la misma causa 

negocial».  

«[…] también en el presente caso podemos concluir que, como la 

obligación de indemnizar los daños y perjuicios causados «resarce 
económicamente el menoscabo patrimonial producido al perjudicado, (…) se 
concreta en la pérdida de la inversión, pero compensada con la ganancia 
obtenida, que tuvo la misma causa negocial».  

En la medida en que para la determinación del perjuicio y, en su caso, 
cálculo de la indemnización es necesario descontar los rendimientos obtenidos 
durante la vigencia de las subordinadas y la sentencia de apelación no siguió 
este criterio, procede casar la sentencia y asumir la instancia. 

3. Al asumir la instancia, por las mismas razones que acabamos de 
exponer, estimamos en parte el recurso de apelación, en el sentido de estimar 
en parte la demanda y condenar al banco demandado a indemnizar a la 
demandante en la diferencia entre el capital invertido, por un lado, y, por otro, el 

rescatado y los rendimientos obtenidos durante la vigencia de las obligaciones 
subordinadas.  

Según consta de las liquidaciones aportadas con la contestación a la 
demanda (documento núm. 9), los rendimientos percibidos durante la vigencia 
de las obligaciones subordinadas fueron 13.633,70 euros, que deberá 

descontarse de la suma reconocida a la demandante (14.349,98 euros). De este 
modo la indemnización se cifra en 716,28 euros y sobre esta suma debe 
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aplicarse el interés legal desde la interpelación judicial». Se estima el recurso de 
casación. 
 
10.- SENTENCIA 183/2021, DE 31 DE MARZO. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 

2384/2018 
Ponente Excmo. Sr. D. Pedro José Vela Torres 
Votación y fallo: 24/03/2021 
 

Materia: Contratos financieros. Gastos hipotecarios. Reiteración de 
jurisprudencia de la sala. 

«Sobre la abusividad de ese tipo de cláusulas, declaramos en las 
sentencias de Pleno 44/2019, 46/2019, 47/2019, 48/2019 y 49/2019: 

«si no existiera la cláusula controvertida, el consumidor no tendría que 
pagar todos los gastos e impuestos de la operación, puesto que en virtud de las 

disposiciones de Derecho español aplicables (Arancel de los notarios, Arancel 
de los Registradores, Código Civil, etc.) no le corresponde al prestatario en todo 
caso el abono de la totalidad de tales gastos y tributos, por lo que la introducción 
de dicha estipulación implica un desequilibrio importante entre los derechos y las 

obligaciones de las partes en el contrato, que determina su abusividad. Máxime 
teniendo en cuenta la naturaleza del servicio objeto del contrato, que es la 
financiación de la adquisición de un bien de primera necesidad como es la 
vivienda habitual». 

3.- Como hemos declarado en la sentencia 457/2020, de 24 de julio, esta 
doctrina jurisprudencial de la Sala ha sido confirmada por la STJUE de 16 de 
julio de 2020, en los asuntos acumulados C-224/19 y C-259/19. 

4.- Las consecuencias prácticas de la citada jurisprudencia en relación 

con las partidas discutidas en el recurso de casación, son las siguientes: 
(i) Por lo que se refiere al Impuesto de Actos Jurídicos Documentados, las 

sentencias de Pleno 147/2018 y 148/2018, de 15 de marzo, y 48/2019, de 23 de 
enero, establecieron que, por Ley, el sujeto pasivo del impuesto respecto de la 

constitución de la hipoteca en garantía de un préstamo era el prestatario. 
(ii) Respecto de los gastos de notaría, conforme a la normativa notarial 

(art. 63 Reglamento Notarial, que remite a la norma sexta del Anexo II del RD 
1426/1989, de 17 de noviembre) deben ser abonados por los interesados, que 

en el caso del préstamo hipotecario son ambas partes, por lo que deben 
abonarse por mitad. Criterio que vale tanto para la escritura de otorgamiento 
como para la de modificación del préstamo hipotecario». Se estima en parte el 
recurso de casación. 

 
11.- SENTENCIA 192/2021, DE 6 DE ABRIL. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 1553/2018 
Ponente Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo 
Votación y fallo: 24/03/2021 

 
Materia: Relación contractual de prestación de servicios de un abogado a una 
persona que tiene la condición de consumidora. La declaración unilateral, 
redactada por el abogado y firmada por la clienta, en la que esta última manifiesta 
que renuncia a las acciones de responsabilidad que pudieran derivarse de que 

la reclamación judicial que le había sido encomendada al letrado fuera 
desestimada judicialmente por haberse presentado fuera de plazo, constituye 
una cláusula predispuesta por el profesional sujeta al régimen de cláusulas 
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abusivas. Esta renuncia, mientras no constituya la contraprestación de una 
transacción, debe considerarse abusiva al incurrir en dos de los cláusulas 
declaradas por la ley como abusivas (disposición adicional 1ª de la Ley 26/1984, 
de 19 de julio, vigente en el momento de la producción de los hechos):  la núm. 

9 («La exclusión o limitación de forma inadecuada de los derechos legales del 
consumidor por incumplimiento total o parcial o cumplimiento defectuoso del 
profesional») y la núm. 14 (La imposición de renuncias o limitación de los 
derechos del consumidor). Actualmente se encuentran en el art. 86.1 y 7 del 

RDLeg 1/2007, de 16 de noviembre. 

«A la hora de determinar el régimen de control del carácter abusivo de la 

cláusula, en este caso de la declaración de renuncia al ejercicio de acciones, hay 
que distinguir según la renuncia haya sido añadida, como una cláusula adicional, 
a una relación contractual, en este caso de prestación de servicios profesionales, 
o la renuncia constituya una contraprestación de un acuerdo transaccional.  

En el primer caso, la cláusula o declaración unilateral no constituye un 
elemento esencial de un acuerdo o contrato, razón por la cual no le afecta la 
previsión contenida en el art. 4.2 de la Directiva 93/13, y puede ser objeto de un 
control de contenido de abusividad directo. Mientras que cuando la renuncia sea 

la contraprestación de un acuerdo transaccional, en ese caso, se ve afectada por 
la previsión del art. 4.2 de la Directiva 93/13 y sólo puede ser objeto de un control 
de abusividad si no cumple las exigencias de transparencia material […] 

 En este sentido, la Ley 26/1984, de 19 de julio, contenía en la disposición 

adicional primera una lista de cláusulas que a los efectos previstos en el artículo 
10 bis, tenían el carácter de abusivas.  

En lo que ahora interesa, el art. 10 bis prescribía:  
«1. Se considerarán cláusulas abusivas todas aquellas estipulaciones no 

negociadas individualmente que en contra de las exigencias de la buena fe 
causen, en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante de los derechos 
y obligaciones de las partes que se deriven del contrato. En todo caso se 
considerarán cláusulas abusivas los supuestos de estipulaciones que se 

relacionan en la disposición adicional de la presente Ley (…)».  
Y entre las cláusulas o estipulaciones contenidas en esa disposición 

adicional primera se encontraban dos que son aplicables al caso: la núm. 9 («La 
exclusión o limitación de forma inadecuada de los derechos legales del 

consumidor por incumplimiento total o parcial o cumplimiento defectuoso del 
profesional») y la núm. 14 (La imposición de renuncias o limitación de los 
derechos del consumidor). Actualmente se encuentran en el art. 86.1 y 7 del 
RDLeg 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de 

la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias.  

La declaración unilateral contenida en el documento de 16 de noviembre 
de 2007 supone una limitación de los derechos del consumidor (Sra. D) para el 

caso de cumplimiento defectuoso de los servicios contratados por parte del 
profesional, así como la imposición de una renuncia al derecho de una 
consumidora, clienta de un abogado, para reclamar en caso de negligencia grave 
de este profesional en la prestación de sus servicios». Se estima el recurso de 
casación. 
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